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El presente artículo expone conclusiones evaluativas y metodológicas de la investigación 
Implementación de políticas públicas LGBTI en Colombia: un análisis comparado del proceso de 
implementación de la política pública de Bogotá y Medellín. 
Durante la investigación se observaron una serie de cambios significativos en dos de las variables 
empleadas para la evaluación [Actitud ante la implementación de la política pública (V.4) (AI) e 
Instancias de participación (V.6) (IP)], que mostraron la importancia del empoderamiento 
poblacional y la participación institucional de las poblaciones objetivo en la etapa de 
implementación de una política pública de inclusión social en Colombia. 
 





Population Empowerment and Institutional Participation in the Stage of Implementation of 
LGBTI Public Policies in Colombia 
The present article exposes evaluative and methodological findings of the research 
Implementation LGBTI Public Policy in Colombia: A Comparative Analysis Process Implementation 
of Public Policy Bogota and Medellin.  
During the investigation several significant changes in two of the variables used for evaluation 
[Attitude towards the implementation of public policy (V.4) (AI) and levels of participation (V.6) 
(IP)] were observed, which showed the importance of population empowerment and institutional 
participation of target populations at the stage of implementation of a public policy of social 
inclusion in Colombia. 
 
Key words: Compared public policy, social inclusion, empowerment, LGBTI populations. 
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 Investigación realizada con el apoyo financiero del Comité para el Desarrollo de la Investigación (CODI) y del Centro 
de Investigación de la Facultad de Derecho y Ciencia Política de la Universidad de Antioquia. 
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A partir del análisis comparado de la ejecución de dos procesos estratégicos de la política pública 
LGBT de Bogotá y de su equivalente en la política pública LGBTI de Medellín, se determinó la 
importancia que tiene en las políticas públicas de inclusión social, la ejecución de programas 
encaminados a lo educativo2, como: los programas  destinados al acceso y permanencia en 
centros educativos, formación basada en la adquisición de poder e independencia de colectivos y 
particulares y capacitaciones a funcionarios públicos y fuerza pública; esto teniendo en cuenta que 
la prioridad de una política de reconocimiento es el cambio de imaginarios, y este cambio se logra, 
entre otras vías, a través de cambios sustantivos que se dan prioritariamente en el sector 
educativo. 
 
Los resultados del análisis realizado a partir de un enfoque basado en la confluencia de 
herramientas del análisis comparado, la evaluación multifactorial, multinivel y centralizado en el 
impacto de la cadena de valor público propuesta para el desarrollo de la Variable Maestra (Valor 
público), son amplios y complejos, por tal motivo se expondrán en las siguientes páginas, 
concretamente, los resultados asociados a dos variables (Actitud ante la Implementación e 
Instancias de Participación), dado que éstas presentaron cambios durante el desarrollo de la 
investigación que modificaron el esquema básico de comparación y por ende la hipótesis inicial de 
la investigación. 
 
El texto se divide en tres partes, la primera titulada: Políticas públicas de inclusión social, en la cual 
se introducirá al lector en las políticas públicas de inclusión social; la segunda, la evaluación de 
políticas públicas de inclusión social en perspectiva subnacional comparada, donde se plantea el 
tipo de evaluación y los enfoques subnacionales de la política que se utilizaron para el desarrollo 
de la investigación; en la tercera se presenta la teoría sobre el empoderamiento poblacional y la 
participación institucional, aplicada al contexto de Bogotá y Medellín; seguidamente se exponen 
las conclusiones de este trabajo. 
 
 
Políticas Públicas de Inclusión Social 
 
Según Grau y Mateos (2002), los estudios realizados sobre las políticas públicas, se dividen en: 1) 
los que se centran en proporcionar información teórica y analítica sobre el estudio de políticas 
públicas y, 2) los que focalizan su quehacer en el análisis de políticas públicas sectoriales (políticas 
sociales, políticas medioambientales, políticas económicas, de seguridad, etc). A su vez, los últimos 
presentan una subcaracterización: “El análisis sectorial puede realizarse tanto para estudiar con 
detalle una determinada política pública, o bien para presentar el análisis de una política concreta 
en función de su evolución temporal o en función de variación territorial, esto es de cómo 
distintas entidades gubernamentales elaboran una determinada política” (Grau y Mateos, 2002). 
                                                     
2
 Por lo educativo se entendió toda acción que se vincule con los procesos de escolarización y formación en temas que 
desconozca un sector social específico. 
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En el estudio desarrollado, el análisis giró en torno a una política pública sectorial social, 
concretamente una política pública de inclusión social, perteneciente a la tercera 
subcaracterización presentada y denominada por Grau como variación territorial. 
 
De igual forma, las políticas públicas de inclusión social son políticas sectoriales, “donde se 
establecen relaciones sociales y de poder entre grupos y personas en situaciones de 'desventajas' 
frente al Estado y la sociedad [...] 'mayoritaria'” (Roth y Mabgou, 2009, pp. 9-10). Por consiguiente, 
este tipo de políticas públicas, se refieren a acciones por parte de autoridades públicas que buscan 
reconocer o reivindicar los derechos sociales, políticos, económicos y culturales de poblaciones 
históricamente vulneradas y vulnerables, que son vistas como minorías. 
 
En cierta medida, lo anterior establece una concepción de este tipo de políticas públicas, empero 
surgen preguntas como: “¿Qué demandas permiten la formulación de este tipo de políticas?” 
(Roth y Mabgou, 2009, p. 256) y ¿qué dinámicas se dan entre los diferentes actores sociales y 
estatales cuando la política se encuentra en su etapa de implementación? 
 
En el caso particular de las políticas públicas para la diversidad sexual y de género que hacen parte 
de las políticas públicas de inclusión social, estas se caracterizan por llevar a cabo una gestión de 
las poblaciones LGBTI, convirtiendo lo que sería un asunto privado en un asunto central de lo 
público. Este tipo de políticas públicas y su simple realización o existencia, es una forma de 
legitimar aquellas poblaciones que han sido excluidas y discriminadas, frente al resto de la 
sociedad que se piensa homogénea y mayoritaria. De manera análoga, a esa legitimación que se 
logra desde afuera y que se dirige hacia la población o poblaciones objetivo de la política pública, 
la acompaña una legitimación bilateral interna que viene directamente de las poblaciones objetivo 
y se direcciona hacia el accionar del Estado, siendo reconocida por éste a partir de una 
legitimación de la población y sus acciones como actores sociales y políticos, que permite una 
apropiación por parte de estas y una relación basada en responsabilidades mancomunadas entre 
Estado y poblaciones, que se pueden observar en la formulación de soluciones, toma de 
decisiones e implementación de la política. 
 
Las poblaciones a las cuales van dirigidas este tipo de políticas públicas, son sectores que se han 
visto afectados por la desigualdad en el acceso a los derechos (económicos, políticos, legales, 
sociales, etc) y cuya situación se ha agudizado con el pasar de los años, lo que significa un límite en 
la plena vivencia de la ciudadanía, entendiendo la misma en una doble perspectiva: como 
ciudadanía legal formal y ciudadanía simbólica3. 
 
El acceso a la ciudadanía desde el status legal-formal y el status simbólico que se da tras la 
mediación de la comunidad política, que gestiona el contenido de la ciudadanía, su uso y sus 
                                                     
3
 Este tipo de ciudadanía se refiere a la relación existente entre ciudadanos y el predominio de una idea taxonómica 
de ciudadanías de primera y de segunda, donde se dan relaciones horizontales y verticales respectivamente, según la 
valoración de cada ciudadano frente a su par. 
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límites, ha sido determinada y moralizada por sectores ortodoxos y religiosos que conforman una 
comunidad política que se autoerige como la encargada de prescribir lo justo y lo injusto, 
legitimando los criterios de distribución arbitraria de la ciudadanía. El poder de estos sectores 
(ortodoxos) al interior de la política nacional y de las comunidades políticas en general que 
coexisten en ella, continúa siendo dominante, por tal motivo, las fuertes desigualdades en 
términos de ciudadanía se introyectan positivamente por parte de quienes componen el nosotros-
unificador y el Otros-excluyente4 
 
No obstante, durante los años 70s se dio inicio a una serie de acciones reivindicativas dirigidas al 
sector poblacional diverso tanto en lo sexual como en el género, lo que desencadenaría un 
progresivo tejido de acciones que buscaban, paulatinamente, modificar el contexto de 
discriminación y exclusión existente. Estas acciones se dieron ante todo, como respuesta a las 
movilizaciones, estrategias de visibilización y exigencias que llevaba a cabo la población Gay, quien 
era en ese entonces la encargada de llevar la batuta de la lucha de reivindicación asociada a la 
diversidad sexual y de género (Roth y Mabgou, 2009, pp. 246-247). 
 
Es en este tipo de situaciones que se lleva a cabo una política pública de inclusión social que 
pretende “[una] inclusión social vinculada con la equidad y con comportamientos y valoraciones 
de las personas que favorecen el sentido de la pertenencia a un proyecto común” (CEPAL, 2007), 
ya sea por medio de la restitución de unos derechos vulnerados o para emprender acciones 
diferenciadas determinadas por el tipo de población objetivo y las diferentes “formas en que esta 
población se intercomunica [...] con sectores externos a ella; cómo se contextualiza en los 
escenarios de ciudad donde canalizan sus actividades y la receptividad que tienen en el resto de la 
población, para poder definir sus bases sociales y entender el contexto donde se desenvolverá la 
política pública” (Roth y Mabgou, 2009, pp. 257). 
 
Para el abordaje de este tipo de políticas públicas, especialmente para el estudio de la fase post 
hechura de las mismas que se desarrolló en la investigación, se recurrió al repertorio de 




La Evaluación de Políticas Públicas de Inclusión en Perspectiva Subnacional 
Comparada 
 
Políticas Públicas Comparadas 
 
Las políticas públicas comparadas son “un método para el estudio de las políticas públicas 
mediante la adopción de un enfoque comparativo del proceso de las políticas públicas, así como 
                                                     
4
 Nosotros-unificador: los aparentemente iguales están unidos, basando su unión en esa igualdad. Otros-excluyente: 
desviarse al prototipo de sujeto transforma a la persona en ese otro que debe permanecer alejado de aquellos que no 
se alejan el prototipo. 
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de sus resultados e impacto” (Feldman (1987), según Parsons, 2007, p. 74), que ha ido 
posicionándose como un subcampo tanto de la política comparada como de las policies sciences 
(Cardoso y Bulcourf, 2008). 
 
Este método coadyuva en el control analítico de la gestión pública que se da en cada una de las 
etapas de las políticas públicas en las diferentes escalas funcionales del poder geográfico-político: 
nacional, subnacional, regional y/o local. Además, proporciona al analista la posibilidad de hacer 
análisis sincrónicos y diacrónicos que muestran los cambios que sufre una política pública a partir 
de su delimitación temporal, de la escala funcional de su aplicación, del régimen político que 
interviene en su hechura y el contexto en el cual se lleva a cabo. 
 
A estas posibilidades que brinda el método comparado al análisis de políticas públicas y la 
existencia de unas dimensiones teóricas y metodológicas propias del análisis de políticas públicas, 
se suma el enfoque secuencial de las políticas públicas que agregó una dimensión temporal-
funcional basada en la secuencia de desarrollo y vida de la política, que “permite ver al Estado en 
movimiento” en diferentes etapas de su accionar público (Cardoso y Bulcourf, 2008, p. 11). 
 
Empero, el repertorio de medios que brindan las políticas públicas comparadas va más allá de un 
complemento metodológico al estudio de políticas públicas, situándose en una perspectiva de 
análisis propia, pretendiendo conocer y explicar las diferencias entre políticas públicas similares a 
partir de la utilización de variables explicativas (Grau según Cardoso y Bulcourf, 2008, p. 11). 
 
Por otro lado, y para situar la investigación en una dimensión analítica específica de las políticas 
públicas comparadas, se señala de acuerdo con Müller (2002) que existen tres núcleos principales 
de preguntas que orientan los análisis de políticas públicas. El primero relacionado con la “génesis 
de las políticas públicas”; el segundo, centrado en la función del aparato estatal y el 
posicionamiento de los actores administrativos implicados en la puesta en marcha de la política 
pública; y por último, el centrado en el “impacto de las políticas públicas en la sociedad”, haciendo 
énfasis en la modificación del tejido social y en la magnitud de concordancia entre los efectos 
obtenidos por la política y las expectativas de los decisores (Müller, 2002, p. 126). 
 
En la investigación se tuvo en cuenta que el núcleo que definiría las dimensiones del estudio de 
comparación de políticas públicas, sería el tercer núcleo, que se centra en el impacto de las 
políticas públicas en la sociedad, puesto que la investigación que se realizó fue una evaluación de 
impacto de políticas públicas de inclusión social. 
 
Cardoso y Bulcourf (2009) plantean la existencia de al menos dos niveles que surgen de la 
distinción presentada por Dahl en su texto sobre Análisis Político Moderno (1976), para efectuar 
un análisis de procesos de las políticas públicas. El primer nivel enfatiza en lo que los autores 
denominan “un marco eminentemente político (descriptivo, explicativo o hermenéutico)”, en el 
cual se dan procesos evaluativos focalizados en los problemas que propiciaron el proceso de 
formulación de una política de este tipo; y el segundo profundiza en la “orientación política 
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(combina elementos normativos y empíricos)”, que agrupa los análisis relacionados con la 
formulación y evaluación de políticas públicas. 
 
Como se señaló, el núcleo que se implementó en el trabajo fue el tercero; esto es, el impacto de 
las políticas públicas en la sociedad, por lo que, en concordancia con ello, el nivel de procesos será 
el segundo: la orientación política. 
 
Al hablar de orientación política, se alude a la búsqueda de una serie de políticas y acciones 
estatales que se ejecutan con el fin de aminorar la brecha existente entre un “estado de cosas 
actual” y un estado ideal de las cosas, observable como una probabilidad futura que se encuentra 
en construcción. De allí que la “esencia de la orientación política sea la consideración de 
alternativas y de sus consecuencias” (Dahl, 1976: 26), conocer los impactos que suscita una 
política en relación con la naturaleza misma que posee tal política (Cardoso y Bulcourf, 2009). 
 
Asimismo, se presentan dos dimensiones al interior de la comparación de los procesos de 
implementación de las políticas públicas (orientación política), una primera centrada en la 
movilización de los actores que responden ante los resultados surgidos de la implementación de la 
política pública; y otra basada en la indagación por el cumplimiento de la función de la política 
pública formulada, es decir si la “implementación de la política pública resolvió la cuestión para la 
cual fue formulada” (Cardoso y Bulcourf, 2008, p. 14). Siendo esta última la que se empleó en la 
comparación. 
 
En síntesis, lo planteado en el presente estudio de políticas públicas comparadas tuvo un nivel de 
procesos de orientación política, se centró en el impacto que la política ha tenido en la sociedad e 
indagó por la minimización de la brecha entre el estado de cosas actual y el estado de cosas 
reformado plasmado de manera ideal en la política. 
 
Tipo de Evaluación 
 
La evaluación que se llevó a cabo fue una evaluación de impacto social de una política pública de 
inclusión social, que se expuso como una evaluación mixta, dado que así es posible agrupar las 
múltiples propiedades que posee la evaluación que se empleó. 
 
Igualmente, ante los diferentes resultados que puede proyectar la implementación de las políticas 
públicas, el conocimiento e interés por los impactos reales en contraposición a los impactos que 
constituyen la modificación de lo legislativo, proporciona la posibilidad de observar la continuidad 
de la problemática, sus posibles mutaciones y/o la aparición de problemas nuevos (Parsons, 2007, 
p. 616). De allí que la evaluación se situara en lo que Parsons (2007) denomina como evaluación 
cualitativa, que se centra en observaciones y trabajo directo con las personas y sus problemas, y la 
influencia que la implementación de la política pública ha tenido en sus problemas, siendo causal 
de modificación positiva/negativa o perpetuación de los mismos. Especialmente, si se tiene en 
cuenta que el método para la evaluación de impacto fue el propuesto por Parsons (2007): 
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“comparar un problema/situación/condición con el estado que presentaba antes de la 
intervención” (Parsons, 2007, p. 617). 
 
El énfasis en lo cualitativo que plantea como premisa este tipo de evaluación, radica en evitar las 
posibilidades de maniobrar e incluso de manipular las cifras con el uso del enfoque cuantitativo, 
que tienen aquellos que diseñan las políticas públicas, siendo ese análisis cuantitativo lo que 
legitima el proceso de hechura de la política, sin ser menester adentrarse en el problema que 
propició la formulación y el funcionamiento productivo de esa formulación con respecto al 
problema inicial (Parsons, 2007). 
 
Empero, esto no quiere decir que se omitió del estudio el apoyo metodológico que puede 
significar el enfoque cuantitativo, se potenció lo cualitativo y se humanizaron las cifras, brindando 
rostro, discursos y experiencias para conocer la eficacia del accionar estatal y evidenciando los 
déficits de implementación de ideas en contraposición a la oferta cuantificable de servicios. De 
igual forma, se centralizó la observación en los procesos similares de casos diferentes para indagar 
en las similitudes y diferencias que se presentan en los mismos. Según la evaluación de impacto 
cualitativa multifactorial, lo que posibilitaría el reconocimiento de esas diferencias o similitudes en 
el resultado de la implementación y la eficacia de esta, serían los diferentes factores que 
perturban el accionar de la gestión administrativa (Parsons, 2007, p. 625), lo que posibilita 
diferenciar los impactos reales de las políticas que van dirigidas a poblaciones que comparten 
características y que se cimentan sobre objetivos análogos, lo que hace que sea indispensable para 
la realización de este tipo de evaluación el comprender los entornos externos que reflejan una 
mixtura de creencias, valores e  imaginarios colectivos, debido a que estas amalgamas enmarcan 
el proceso interno de la elaboración de la política (Parsons, 2007, p. 624) y de su posterior 
implementación. 
 
Los factores que se abordaron para llevar a cabo la evaluación —que irá más allá de una 
evaluación cualitativa centrada en la población objetivo—, fueron los que aparecen en la 
Ilustración 1. 
 
Adicionalmente, al fraccionamiento por factores se desagregó el nivel subnacional estableciendo 
tres niveles de análisis desde los cuales se operacionalizó cada variable: 
 
• Un nivel procedimental, donde se involucran una serie de reglas o procedimientos, que 
determinan las posibilidades de acción de los actores sociales y administrativos, 
métodos de acceso a la política, a los derechos, entre otros (Munck, 2006, p. 241) y 
descubre si estos procedimientos y reglas son utilizados o no; 
• Un nivel conductual, cuya dimensión depende de las acciones (Munck, 2006, p. 244), las 
formas de asociación que crean entre ellos y cómo a partir de estas asociaciones entre 
colectivos o individuos, se favorece la incidencia de estos en las decisiones político-
administrativas; y 
• Un nivel actitudinal, que, refiere a la legitimidad (Garrido, 2003, p. 107) o ilegitimidad y 
el reconocimiento o no, que la población da a las acciones estatales-administrativas. 
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Ilustración 1: Factores evaluativos para evaluación multifactorial 
 
Fuente: Adaptado de Parsons (2007, pp. 625). 
 
Tabla 1: Tipos de variables de la investigación 
Nivel Variable Tipo de variable 
Nivel procedimental 
(v.1): Abuso y permisividad 
policial sobre la aceptación social 
de la discriminación (AP) 
Variable independiente 
(v.2): Violación del derecho a la 
educación (VD) 
Variable independiente 




(v.4): Actitud ante la 
implementación de la política 
pública (AI) 
Variable independiente 
(v.5): Servicio institucional u 
organizacional con enfoque de 
género (SI) 
Variable independiente 
(v.6): Instancias de participación: 




(v.M): Valor creado por la 
confianza/legitimidad en la acción 
administrativa y los programas 
ejecutados por la administración 
pública (VP) 
Variable dependiente 
Fuente: Elaboración propia 
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Teorizando el Empoderamiento Poblacional y la Participación Institucional Desde 
la Perspectiva de las Políticas Públicas de Medellín y Bogotá 
 
Entre los procesos estratégicos que se analizaron en el nivel conductual, se encontraron por la 
política pública LGBT de Bogotá, en la variable (v.4) (AI) “Acción 3: Fomento a procesos 
organizativos de personas intersexuales y de los sectores LGBT con mayores dificultades en su 
organización para la representación de sus intereses en las políticas públicas, planes, programas y 
espacios de decisión del Distrito Capital”, perteneciente al Proceso Estratégico 2, Componente 1; y 
la “Acción 1. Fortalecimiento de las organizaciones de los sectores LGBT, en su capacidad en el 
ejercicio de sus derechos y su incidencia ante las entidades del Distrito”, del Componente 2. Por 
otro lado, de la política pública de Medellín se analizaron: el Proyecto “Apropiación de la Política 
Pública LGBTI por parte de las mujeres LBT”; y para la variable (v.6) (IP), se tuvieron en cuenta las 
instancias de participación y su efectividad como vías de contacto para propiciar el diálogo entre el 
sector social y la administración tanto de Bogotá como de Medellín. 
 
Actitud Ante la Implementación de la Política Pública 
 
Para el desarrollo de la variable 4 (v.4) se tuvo como referente la categoría de empoderamiento, 
en tanto las poblaciones LGBTI, y de forma aún más marcada la población de mujeres transgénero, 
hacen parte de las denominadas poblaciones vulnerables, poblaciones a las cuales se les ha 
impedido constantemente su acceso a derechos de tipo político, económico, cultural y/o social, 
donde la imposibilidad de acceder a recursos básicos e indispensables para reaccionar como 
individuos o como grupo social, como la información, el autoreconocimiento como sujetos de 
derechos y la suficiencia para adquirir bienes o servicios, obstaculizan el desarrollo integral de 
estas personas. 
 
Como alternativa de la vulnerabilidad se ha posicionado la idea del empoderamiento “como 
proceso que permite hacer incidencia sociopolítica dentro de las dimensiones social, económica y 
política, y desde un ámbito personal y colectivo, y que puede ser una alternativa para lograr el 
desarrollo y mejorar las condiciones de una población” (Xicará, 2014, p. 28). El empoderamiento 
además posibilita que las personas, grupos o poblaciones se liberen de la violencia estructural 
sobre la que se establece la sociedad y que ha sido introyectada por las mismas poblaciones 
vulnerables evitando que accedan a un control de sus proyectos de vida. 
 
La vulneración a estas poblaciones indujo a que en ambos Acuerdos municipales se hiciese 
explícita la necesidad de empoderar y formar a estas poblaciones para encauzar su acceso a los 
derechos que les han sido vulnerados y prevenir nuevas vulneraciones; de allí la preponderancia 
que se le da a este proceso de formación en la evaluación. 
 
Para el análisis evaluativo se parte entonces del empoderamiento como desarrollo comunitario, lo 
que no excluye el tema de la participación, pues se comprende la participación como factor clave 
para transitar algunos ciclos propios del empoderamiento. Continuando con la centralización en el 
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desarrollo comunitario, se valoraron dos dimensiones: la dimensión basada en la 
autodeterminación personal para conocer si efectivamente se había logrado restituir la conciencia 
propia de derechos individuales, reales y ejercibles por parte las mujeres transgénero de la ciudad; 
la segunda dimensión se centró en la determinación social (Xicará, 2014, p. 59), que gira en torno 
a la relación y comunicación entre colectivos y la posibilidad del acercamiento propiciado por los 
objetivos comunes en procura de la articulación a una participación politizada en el sentido 
clásico; esto es que se instituya un espacio para el control y seguimiento al quehacer 
administrativo. 
 
Cuando se habla de ciclos de empoderamiento se alude a los niveles que se encuentran entre el 
fortalecimiento poblacional y los resultados (caracterizados por las intenciones de participación 
por parte de aquellos y aquellas que logren “culminar” ese proceso de empoderamiento) que 
dimanan del fortalecimiento, y de su posterior potenciamiento favorecedor de la colectivización, 
lo que posibilita un análisis de eficiencia y eficacia de los procesos que buscan empoderar a las 
poblaciones desde el nivel individual, grupal, organizacional y comunitario (Xicará, 2014, p. 59), en 
pocas palabras, “el empoderamiento [es el] aprendizaje para la toma de decisiones” (Xicará, 2014, 
p. 59) autónomas, libres y conscientes que faciliten la adquisición de nuevos recursos 




Durante la constitución de la identidad personal, se produce una dualidad de sentimientos y 
emociones obstaculizadores para la colectivización y otros que propenden por esta. Entre esos 
sentimientos y emociones están: la vergüenza, el miedo, la humillación, la búsqueda de 
dignificación, la necesidad de ocultarse y la endofobia o endodiscriminación. De estos 
sentimientos contradictorios puede surgir una correlación de la vergüenza y de la celebración del 
orgullo y de la diferencia (visibilización en la marcha del orgullo gay, por ejemplo, pero una 
marginalización constante en los días que preceden la marcha o en los días posteriores a esta). 
 
Entendiendo que la realidad humana es esencialmente posibilidad, y que por tal motivo, el 
individuo puede construirse a sí mismo, ganarse (respetar, festejar su diferencia, tener consciencia 
de su dignidad y por ende permitirse sentir indignación ante la violación de sus derechos) como 
perderse (sentirse un sujeto sin derechos o con menos derechos que los poseídos y ejercidos por 
el resto de la ciudadanía, impidiendo que surja la indignación, y evitando que respalde su propio 
proyecto de vida), en las poblaciones vulnerables y entre los grupos marginados e 
hiperdegradados, tiende a presentarse lo que Sartre (1967) llamaba “el instante final” (Sartre, 
1967, p. 9), momento en el que un individuo recibe por primera vez la flecha de la injuria, que le 
anuncia con su herida lo que es a los ojos del mundo social, y lo que en consecuencia será para 
una gran parte de ese mundo social: un transgresor, un depravado, un monstruo. 
 
Todas estas representaciones sociales y las reacciones que se crean en los demás ciudadanos, tras 
la naturalización de las mismas, tienden a ser introyectadas por los sujetos a los cuales van 
dirigidas, lo que hace que la persona pierda su potencia creadora y autónoma para construir su 
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propia identidad. Por esta razón, el empoderamiento debe iniciar con una autodeterminación 
personal que le brinde las herramientas a cada mujer transgénero, en este caso en particular, para 
apropiarse de su proyecto de vida, desmontando la violencia estructural que ellas mismas habían 
introyectado ante la discriminación, violencia y marginalización, de tal modo que  lleguen a 
concebirse como sujetas de derechos y como ciudadanas de primera categoría, dado que la 
población transgénero no se siente receptora de una ciudadana plena, porque, entre otras 
razones, no puede acceder a derechos fundamentales. 
 
La autodeterminación personal puede darse por medio de la identificación desde la vida entre 
mujeres transgénero, puesto que el inicio del empoderamiento puede darse al momento de 
conocer un par ya empoderado; asimismo la integración a colectivos donde se dé una 
construcción de solidaridad entre identificados puede potenciar la conciencia de dignidad de las 
personas y propiciar un empoderamiento que continúe por un camino de procesos individuales o 
colectivos, micropolíticos de participación ciudadana que construyan puentes con otros colectivos 
o con la institucionalidad misma. 
Los procesos que conciben la autodeterminación personal, permiten que se dé una autorrelación 
práctica (autoconfianza, autorrespeto y autoestima) basada en el reconocimiento efectivo y 
positivo o no reconocimiento, resultante del tránsito por lo que Honneth (1999) denomina “las 
esferas de reconocimiento” (Honneth, 1999, pp. 17-38). 
 
Algunas mujeres transgénero se han enfrentado a una fractura del reconocimiento en la esfera del 
amor (Honneth, 1999), en la cual interactúan unos pocos actores como los padres, la familia y los 
amigos. En esta esfera hablamos de una fractura del reconocimiento, puesto que dejan de existir 
las relaciones asimétricas y simétricas que se dan en ella a raíz de la relación dispar asociada a la 
etapa etaria en la cual se encuentren las personas, o en razón del vínculo social de representación 
familiar o filial, existente entre actores; convirtiéndose la familia en el primer espacio de 
expulsión, de maltrato y en ocasiones de afectación de la integridad física de las personas. 
 
Lo anterior, soslaya el surgimiento de una autorrelación práctica de autoconfianza, dado que en 
este caso la niña, adolescente o mujer transgénero se ve enfrentada a la ilegitimidad y no 
reconocimiento de su identidad de género por parte de quienes fueron o son los participes en sus 
relaciones primarias. 
 
De otro lado, la esfera del derecho, desligándola un poco de la idea de Honneth (1999), se 
presenta como una esfera de contexto interviniente, que determina el paso descendiente del 
reconocimiento de lo estatal a lo social y de lo social a lo individual, que sería el lugar de ubicación 
de la esfera del amor. En el caso de la población transgénero, la relación del derecho y el Estado 
en general, han favorecido el surgimiento de dos formas de menosprecio en tanto no se ha dado 
un deslinde real entre la moral pública y sus principios de origen religioso: una desposesión de 
derechos y una exclusión que si bien en términos teóricos y empíricos se hace cuestionable, no ha 
impedido que esta esfera vaya perfilándose a la par de las luchas libradas durante años por el 
reconocimiento, como la esfera donde se protege la integridad social (Tello, 2011, pp. 47-48) de 
las  mujeres transgénero. 
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A pesar de los cambios establecidos en esta esfera, la exclusión y el reconocimiento asimétrico 
han hecho mella en el autorespeto de estas mujeres, entendido este como la precisión 
incuestionable de que se es sujeta de derechos. 
 
Por último, encontramos la esfera de la solidaridad social (Tello, 2011, p. 49), donde el 
reconocimiento brota desde la valoración social, que a través de jerarquizaciones culturales, 
sociales y políticas ha estigmatizado a toda persona que se desligue del ideal de ser humano y de 
ciudadano que ha instaurado cada jerarquización, afectando la consciencia de dignidad de las 
mujeres transgénero, reforzando la idea de no ser merecedoras de ejercer derechos ciudadanos, 
distanciando la igualación de la lógica relacional de las Trans. Ellas ya no se sienten parte de una 
sociedad de primer orden, sino de una subrepticia sociedad de segundo orden, pues se ha 
introyectado la violencia estructural hasta el punto de ejercerla sobre ellas mismas. 
 
Empero, el empoderamiento desde el desarrollo comunitario modifica las derivaciones que tuvo el 
reconocimiento intersubjetivo y que impidieron que efectivamente surgieran autorrelaciones 




Esta dimensión presenta la importancia que tiene para el empoderamiento la relación entre 
colectivos que pugnan por la reivindicación y reconocimiento social de sus derechos, que tienen 
en común objetivos y desde ese encuentro primigenio resuelven entrelazar su fuerza creadora y 
potenciar su fuerza como colectivos para tener una mayor incidencia en las acciones 
administrativas que los afectan. No obstante, la puja por intereses individuales o particulares de 
cada colectivo, puede evitar que la articulación se logre; asimismo el enfoque del colectivo o de los 
activistas que lo componen es determinante: el artivista (Delgado, 2013, pp. 68-80) transforma, 
desde lo cultural y activista, desde su relación con la esfera institucional. 
 
Los determinantes que impiden el acercamiento entre pares que en apariencia buscan lo mismo: 
reconocimiento, poder social, poder político, una mejor implementación de las políticas públicas 
en las que son parte de las poblaciones objetivo (en este caso en particular), contravienen el 
aumento de recursos de toda índole, que harían de la exigencia de derechos un proceso 
posiblemente más sencillo, aumentando las oportunidades de reaccionar frente a situaciones, 
prácticas institucionalizadas, decretos, leyes, funcionarios y demás que busquen perpetuar la 
condición de vulnerabilidad, y disminuyendo la percepción de vulnerabilidad, debilidad y 
marginalidad al interior del sector población en general y de los integrantes de los colectivos en 
particular. 
 
En este nivel del empoderamiento, se da la potenciación de los sujetos que los acerca a la 
participación institucional y/o política como resultado del empoderamiento; ello no significa que si 
los colectivos no se integran y relacionan no puedan asumir el reto de la participación, sino que el 
poder de la participación en el caso de la participación más tradicional y política, como la 
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postulación de candidatos o la votación en bloque por candidatos específicos, se hará más difícil; y 
en el caso de la participación institucional, la poca presencia de colectivización y de movimiento 
social, marcarán las acciones de los administradores, quienes podrán libremente sortear la 
responsabilidad de tener que responder ante un movimiento no unificado. 
 
No debe obviarse la importancia de los colectivos y de los actores sociales que pertenecen a los 
sectores poblacionales objetivo de una política pública, dado que son ellos los que conocen sus 
situaciones, son ellos los que pueden y deberían potenciar el poder territorial de la política y su 
focalización en problemáticas sociales que los afecten. El quehacer social basado en el 
empoderamiento poblacional debe procurar el cumplimiento real y efectivo de los proyectos, 
programas y demás, teniendo presente que cumplir con indicadores de proyecto desarticulados y 
agotar los recursos destinados a los mismos es una cuestión estratégica del administrador, que 
tiene las herramientas para depurar ambos, entregando recursos a colectivos desagregados para 
sus proyectos, obviando proyectos macro y 'ejecutando' sin problema alguno. 
 
Medellín y su Proyecto de Empoderamiento 
 
El proyecto de empoderamiento en la política pública de diversidad sexual y de género que se 
adelantó en Medellín dirigido por la Secretaría de las Mujeres y operado en 2014 por CERFAMI y 
en el 2015 por PUNTO FOCAL, con un tiempo de implementación de dos años que se cumplieron 
en los primeros días del mes de diciembre de 2015, buscaba que las mujeres diversas sexualmente 
(Lesbianas, Bisexuales y Transgéneros) se apropiaran de la política pública y de las herramientas 
que a raíz de su radicación, surgieron como puentes de consecución, reivindicación y protección 
de derechos. Este programa contaba con cuatro ejes dirigidos a la consecución del objetivo del 
empoderamiento: el organizacional, el jurídico, el psicológico y el social; siendo el organizativo el 
eje central del proyecto (Luisa Zapata, comunicación personal, 9 de noviembre de 2015), ya que 
entre los objetivos del proyecto se encontraban:  apropiar a las mujeres sexualmente diversas de 
la idea de organización, guiarlas en la búsqueda de herramientas que les permitieran desde los 
colectivos, efectuar procesos de exigibilidad de sus derechos y lograr que la apropiación tenga 
como resultado una formación política que no necesariamente debe ser directa , pero sí 
participante. 
 
Durante la operacionalización del proyecto, se desarrollaron entre uno y dos talleres semanales 
con cada una de las poblaciones objetivo (Lesbianas, Bisexuales y mujeres Transgéneros). En el 
caso de la población transgénero se optó por empoderar y fortalecer a un colectivo ya existente, 
en este caso Antioquia Trans5, teniendo en cuenta las hipótesis indicadoras encargadas de medir 
el grado de implementación del proyecto, entre las cuales se encontraban: el aumento del número 
de integrantes en el proyecto y por ende en los colectivos creados desde la experiencia de 
empoderamiento (Lestorbamos colectivo de mujeres lesbianas) o potenciados desde la misma 
                                                     
5
 Colectivo de mujeres transgeneristas resultante de la meiosis del colectivo del primer colectivo de la ciudad de 
Medellín compuesto únicamente por transgeneristas, Trancity. Para más información sobre el Antioquiatrans, 
remitirse a: https://www.facebook.com/antioquiatrans.medellin?fref=ts 
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(Antioquia Trans), donde se estimó, según las participantes organizativas del proyecto, que se 
llegó a un aumento del 200% en participación luego de comparar el dato del año 2014 y el año 
2015 (Luisa Zapata, comunicación personal, 9 de noviembre de 2015), lo que muestra el potencial 
de llegada de esta oferta institucional a la población. Otro de los indicadores fue el de 
Permanencia, que busca lograr que quienes habían participado el año inmediatamente anterior, 
continuaran asistiendo durante el año 2015 a las actividades programadas por el proyecto, 
lográndose un grupo base que permaneció en todo el proyecto y un grupo fluctuante que tenía 
acercamientos y distanciamientos con los procesos del mismo. 
 
Bogotá: un Empoderamiento que Entrevé Resultados 
 
Entre las acciones de corresponsabilidad de la política pública, se propende por una participación 
de todos los sujetos objetivo de la misma, viabilizando unas condiciones y acrecentando 
capacidades que faciliten las acciones en vía de salvaguardar el cumplimiento de sus derechos 
(Observatorio de la Política pública para la Garantía Plena de los Derechos de las Personas 
Lesbianas, Gays, Bisexuales y Transgénero, 2012). En el caso de Bogotá, la entidad encargada de 
este fortalecimiento y empoderamiento poblacional fue el Instituto distrital de la Participación 
Comunal (IDPAC), que a través de la creación de un semillero para la “investigación, creación y 
circulación de apuestas culturales y comunitarias” (Observatorio de la Política pública para la 
Garantía Plena de los Derechos de las Personas Lesbianas, Gays, Bisexuales y Transgénero, 2012, 
p. 9), dio lugar a la consolidación de un espacio centrado en los nuevos liderazgos donde se 
realizan trabajos en pro de las personas  que hacen parte de estos sectores poblacionales. El 
semillero posee dos líneas de trabajo: una centrada en la aprehensión del Plan de Acción de la 
política pública y la segunda, encaminada a la ejecución de acciones que propendan la 
visibilización y movilización de estos sectores poblacionales. 
 
El acompañamiento poblacional se dirigió a dos grupos específicos: INTRALEBIGA (intersexuales, 
transgéneros, lesbianas, bisexuales y gays) y a la Mesa LGBT de Ciudad Bolivar, con el fin de 
fortalecer organizacionalmente a estos grupos, donde el apoyo ha girado en torno a la realización 
y dinamización de reuniones (especialmente en INTRALEBIGA), para abordar temáticas como la 
institucionalidad, la cultura, la política pública y la gama de acciones colectivas a las cuales pueden 
acceder como colectivo. 
 
En cuanto al trabajo con colectivos u organizaciones integradas en su mayoría por transgénero, el 
IDPAC ha venido trabajando desde el año 2009 con el Grupo de Apoyo a Transgéneros (GAT) en el 
espacio del Centro de ciudadanía LGBT Sebastián Romero (antes en el Centro Comunitario Distrital 
LGBT), que los ha orientado en la realización de actividades encaminadas a la sensibilización de los 
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Medellín y Bogotá: el Análisis Comparado de las Acciones Encaminadas al 
Empoderamiento Poblacional 
 
El resultado de ambas intervenciones de la Administración Municipal de Medellín como de la 
Administración Distrital, ha sido positivo, en tanto ambos grupos de transgéneros sienten que 
gracias al trabajo desarrollado por las mismas, poseen más herramientas para defender sus 
derechos, para participar y para articularse entre ellas y con otros colectivos para la realización de 
actividades. Daniela García, Politóloga y mujer transgénero de la ciudad, cuenta que la experiencia 
con el Proyecto de empoderamiento le ha brindado la posibilidad a muchas mujeres transgéneros 
de Medellín de sentirse sujetas de derecho, de sentirse ciudadanas, les ha permitido sentirse 
orgullosas de su proyecto de vida y de tomar nuevamente las riendas de ese proyecto de vida, 
partiendo del conocimiento de sus derechos y de un nuevo proceso de introyección de sus 
derechos donde esa violencia estructural propia del contexto social en el cual se mueven y que las 
ha afectado en su idea de valor propio y en su dignidad, se ha visto permeada por la llegada al 
colectivo Antioquia Trans, donde desaparece esa representación de ser la que debe soportar el 
dolor causado por otros y otras porque no ser una persona con derechos. Además, su 
colectivización les permitió observar sus diferencias como mujeres transgéneros y encontrar 
puntos en común para potenciarse como colectivo. Si bien el avance es grande, Daniela García6 
recalca que las mujeres transgéneros de la ciudad de Medellín (incluyéndola a ella) se encuentran 
en proceso de empoderamiento, que el camino se está transitando, pero aún queda mucho por 
hacer. 
 
Un discurso similar porta Diana Navarro, Abogada, Directora de Corporación Opción por el 
Derecho a Ser y el Deber de Hacer, mujer transgénero de la ciudad de Bogotá, al señalar que las 
mujeres transgénero de la ciudad de Bogotá se encuentran en proceso de empoderamiento, pero 
recalca que existe un sofisma entre las transgéneros a propósito de la prostitución como 
procedimiento para conseguir dinero con el fin de salir del país directo a Europa, para luego 
regresar a Colombia con el dinero suficiente que les permita “comprar” una posición social. No 
obstante, señala que hay Trans que “prefieren evitarse problemas” (Diana Navarro, comunicación 
personal, 24 de octubre de 2015) no accediendo a espacios diferentes a los que han habitado 
durante su vida, siendo cada una de estas totalmente válidas (Diana Navarro, comunicación 
personal, 24 de octubre de 2015). 
 
Por otro lado, en la ciudad de Medellín se conocieron dos colectivos compuestos por mujeres 
transgénero: Transcity que fue el primer colectivo Trans de la ciudad y cuyos objetivos están 
asociados al cambio de imaginarios sociales que las presentan como pervertidos y demás 
calificativos estigmatizadores; y a la constante creación de activismos y participación que 
coadyuven al mejoramiento en las condiciones de vida de esta población; y Antioquia Trans que es 
el resultado del proceso de meiosis del anterior, por motivos que una de las integrantes de 
                                                     
6
 García, D. (2015, octubre). Territorio Expandido: Hablemos del poder de las mujeres diversas. Conversatorio 
presentado en el Parque de los Deseos, Medellín. 
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Antioquia Trans, llamó: “diferencias ideológicas y de apuesta” (Mujer transgénero de la ciudad de 
Medellín, comunicación personal, 4 de mayo de 2015). 
 
En la ciudad existe una gran cantidad de grupos, colectivos y mesas de trabajo, integrados por 
personas pertenecientes a “todas las letras” que componen la sigla LGBTI, empero su relación es 
problemática y en algunos casos (pocos), violenta en el sentido verbal. Además, se presenta una 
división entre lo que se ha denominado viejo y nuevo activismo, que subdivide a los colectivos, 
grupos y activistas. Por viejo activismo se entiende a la acción de los colectivos y activistas que se 
han construido con una cercanía mayor hacia la institucionalidad que hacia la población, donde 
pugna el interés particular del colectivo o individual del activista, cuya relación entre ellos y para 
con el resto de colectivos, grupos y activistas es de constante fricción, especialmente cuando se 
buscan recursos para ejecutar proyectos de forma mancomunada con la Alcaldía o de forma 
autónoma; un ejemplo que se da entre los mismos activistas, grupos y colectivos sobre este tipo 
de acción, es el caso de la Corporación el Otro y el Grupo LGBTI de Antioquia. 
 
Por otro lado, se encuentran los nuevos activismos, que están estrechamente relacionados con lo 
que se ha denominado Artivismo, que a diferencia del anterior pareciera negar e incluso 
neutralizar el activismo tradicional (viejo activismo). Sus postulados sociopolíticos se plasman en el 
espacio público, en los cuerpos, en los rostros, en la pintura y en las letras que se ven intervenidas 
por rimas asonantes y rimas consonantes. Los colectivos que se circunscriben en este tipo de 
activismo, tienen ideas diferentes y no se ven permeados por inconvenientes de construcción 
colectiva, como los activismos anacrónicos, que difícilmente trabajan entre ellos. 
 
Entre estos colectivos, se encuentra el colectivo cultural Sáficas, constituido por un grupo de 
mujeres lesbianas y escritoras con “la idea de construir desde lo humano para construir 
conciencia, dejando a un lado rencillas por intereses económicos y políticos” (Jessica Castrillón, 
comunicación personal, 15 de junio de 2012), cuyo objetivo primordial es el cambio de imaginarios 
tanto al interior como al exterior de las poblaciones LGBTI. Este grupo que en un comienzo fue 
únicamente de mujeres lesbianas, ha expuesto lo productiva que es la pluralidad, la diferencia e 
inclusión (se han unido al colectivo mujeres bisexuales y heterosexuales, hombres gay, hombres 
heterosexuales y transgéneros) para la creación, erigiéndose como un colectivo que propicia y da 
la posibilidad a las personas que se ven inmersas en este de deshacerse de eso que los separa, 
haciendo que la diferencia no frustre la construcción de un sentimiento de igualdad que les 
permita trabajar y crear. A pesar de este mensaje unificador, su distancia de las instancias de 
participación por los problemas que observan en el viejo activismo, ha impedido que sus ideas 
sean escuchadas y tenidas en cuenta por la administración y la institucionalidad. 
 
En el caso de Bogotá, se identificaron muchos colectivos, pero se decidió aludir a aquellos que 
pudieron ser observados en el marco de la presente investigación y que son reconocidos por una 
mayor cantidad de personas; esto sin demeritar la colectivización que han logrado las transgénero 
en prácticamente todas las 20 Localidades de Bogotá (Diana Navarro, comunicación personal, 24 
de octubre de 2015). Uno de los que destacan es la Corporación Opción por El derecho a Ser y el 
Deber de Hacer, cuya directora es Diana Navarro y que está centrada en las personas transgénero 
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de la ciudad, especialmente en aquellas que ejercen la prostitución, focalizándose en niños y niñas 
transgénero que hayan sido obligadas a ejercer la prostitución por diferentes motivos, entre ellos 
la explotación sexual. La Corporación realiza acciones encaminadas a la reintegración social de 
estas mujeres y niñas, con un acompañamiento psicosocial y con la ejecución de proyectos 
productivos dirigidos a ellas. En segundo lugar, se identificó la Corporación Red Somos, que brinda 
asesoría a personas vulneradas y promueve la defensa de los derechos humanos con población 
Trans, población LGBTI en general y con otras poblaciones vulneradas y vulnerables como mujeres 
y jóvenes. 
 
A diferencia de Medellín, en Bogotá no se evidencian las problemáticas de articulación entre 
colectivos, esto no quiere decir que no existan rencillas —tal vez con un trabajo más 
pormenorizado se logren percibir estos inconvenientes propios de los grupos sociales—. Estos 
colectivos, grupos, activistas o corporaciones, se agrupan con el fin de ejecutar proyectos de 
mediana cuantía, pero por lo general trabajan de forma individual puesto que sus estructuras, 
recorridos y recurso humano, les permite trabajar en conjunto con la Alcaldía. 
 
Como puede observarse, las acciones en ambas ciudades relacionadas con el empoderamiento 
han tenido un Alto Impacto, se encuentran en momentos diferentes por la diferencia en el inicio 
de ambos programas y por la variación de algunos años de promulgación de las políticas públicas, 
así que se puede afirmar que en Bogotá se ha dado un mayor avance en los niveles de 
empoderamiento y en Medellín ha iniciado; si bien dos figuras preponderantes al interior de la 
población transgénero de ambas ciudades, señalan que se encuentran en proceso de 
empoderamiento en Bogotá se habla de acciones de empoderamiento desde el año 2009 mientras 
que en Medellín el programa inició con dos años de retraso en comparación con la promulgación 
de la política pública de la capital y responde a una acción de corresponsabilidad de la Secretaría 
de las Mujeres, y no a un programa de un Plan estratégico o de acción; adicionalmente se llevan 
dos años de ejecución de este tipo de programas. 
 
 
Instancias de Participación: Consejos Consultivos y Mesas de Trabajo 
 
La participación de las poblaciones objetivo en todas las etapas de las políticas públicas de 
inclusión social es indispensable para intervenir comportamientos que afectan a sectores 
poblacionales determinados, puesto que estas políticas deben ser dinamizadas y reestructuradas 
en determinados periodos de tiempo y con el acompañamiento de las poblaciones objetivo. 
 
De acuerdo con las pesquisas realizadas, ser receptores pasivos de los programas estatales no 
debe ser una opción, ya que por mucho interés y estudios sobre las temáticas que afectan a 
poblaciones particulares, son las mismas poblaciones las que conocen sus necesidades y son estas 
las interesadas en la implementación eficiente y eficaz de esas políticas. Los políticos únicamente 
buscan responder con la ejecución de los recursos ordinarios teniendo en cuenta una serie de 
indicadores que no necesariamente deben estar articulados a un Plan de acción y por ende a la 
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política pública, sino simplemente a un proyecto de un Plan de desarrollo (Funcionarios del 
proyecto de Medellín, comunicación personal, octubre 15 de 2015). 
 
Como se mencionaba en el desarrollo de la variable número 4 (v.4), el nivel en el cual se podría 
decir que concluye el empoderamiento (que sin embargo es más cíclico y contextual que lineal), es 
en la participación institucional; no necesariamente política en el sentido tradicional de optar por 
un cargo público, sino que se trata de una participación dirigida al acercamiento con la esfera 
institucional, donde la perspectiva sociopolítica no se fisura, porque no se renuncia a lo colectivo y 
por lo tanto no renuncia al desarrollo comunitario de los primeros niveles del empoderamiento, 
pero que busca incidir en determinados asuntos del nivel institucional, como en los programas o 
proyectos de una política pública. 
 
Los cambios sociopolíticos que sitúan la participación en ese mismo ámbito sociopolítico, 
empiezan a darse a finales de los 80 donde se configuran nuevos modelos de promoción de la 
participación ciudadana a través de la configuración de consejos consultivos (Gomà y Rebollo, 
2001, pp. 202-203 citado por Xicará, 2014, p. 41). Estos consejos consultivos permiten que los 
ciudadanos acceden a actividades públicas a través de un marco institucional (Xicará, 2014, p. 42), 
donde es indispensable que se den compromisos que dinamicen los procesos construidos de 
forma compaginada entre actores que representan la institucionalidad y otros que representan a 
la población civil, específicamente las poblaciones objetivo. 
 
La participación que se da en los consejos consultivos por parte de la población, es como se había 
señalado, institucional y socio-política, lo que propicia que las construcciones sociales se vean 
redireccionadas, en este caso en concreto, al ámbito de la administración municipal o distrital: no 
obstante, pueden redireccionarse hacia la realización de leyes y mecanismos varios (Xicará, 2014, 
p. 42). Estas características que adquieren los consejos consultivos a través de la participación de 
la sociedad civil, abren una amalgama de posibilidades de interacción y de resultados 
desprendidos de las actividades emprendidas en su interior como la elaboración de actividades 
propias y desarrollar “funciones consultivas para autoridades municipales” (Xicará, 2014, p. 43) o 
para ser evaluador de políticas.  
 
De manera precisa, la participación institucional, entendida como el “proceso en el cual los 
ciudadanos deben influir en todas las acciones y decisiones sociopolíticas en las que están 
inmersos, habilitando el diálogo, el compromiso y unas condiciones institucionales que fortalezcan 
la interacción social” (Xicará, 2014, p. 26), será la que posibilite el argumento analítico de la 
variable número seis (v.6), orientada al análisis de los consejos consultivos, la participación en 
ellos y en las mesas de trabajo a las que pudo accederse en esta investigación. 
 
Medellín: la Problemática del Viejo Activismo 
 
El consejo consultivo de la política pública de Medellín hace parte de la estructura organizativa de 
la política, planteado en el artículo 6 de la misma, como un  consejo conformado por personas y 
organizaciones que trabajan y representan al sector poblacional LGBTI, cuyos objetivos son: la 
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cooperación con la ejecución de la política pública, el seguimiento y evaluación a la misma, y la 
elección de siete representantes para que hiciesen parte del Comité Municipal de Diversidad 
Sexual e Identidades de Género; cumpliendo un papel de puente entre quienes implementan la 
política pública desde la administración y quienes están encargados de enviar observaciones, 
evaluaciones y sugerencias sobre la ejecución de los programas; esto es, la población civil que 
hace parte del consejo consultivo. 
 
Otra instancia de participación, anexa al Consejo Consultivo, es el Comité Municipal de Diversidad 
Sexual, encargado de diseñar y monitorear el plan estratégico basado en los objetivos de la 
política pública, así como realizar las adecuaciones que, según muestren las evaluaciones, sean 
necesarias para que la política pública cumpla con sus cometidos. La creación de este Comité 
reemplazó a la Mesa de Trabajo LGBTI creada por el Decreto municipal 1272 de 2007. 
 
Para adentrándose en el tema de la participación en estas nuevas instancias de participación, es 
menester señalar que por parte de los mismos activistas se esperaba una consolidación de la 
participación institucional de un movimiento social igualmente afianzado; no obstante, las cosas 
no fueron de esa manera. En un primer momento al Consejo Consultivo, se integraron cerca de 
400 personas y para noviembre del 2014, hacían parte del consejo un total de 39 personas7. En 
cuanto al Comité, los integrantes del Consejo Consultivo recriminaron a la administración 
municipal el no tener en cuenta a los siete representantes elegidos por este consejo a la hora de 
definir acciones y programas que estarían encaminados a la implementación de la política pública. 
 
La falta de interés y el irrespeto hacia el quehacer de los representantes del consejo consultivo, en 
opinión de los entrevistados, son el efecto de la pérdida de poder participativo y la disminución de 
la fuerza en las apuestas erigidas desde la población, que se ha visto reflejada en la disminución de 
los integrantes del consejo. Esta crítica hacia las poblaciones LGBTI como corresponsables de su 
política pública se hace incluso desde los mismos funcionarios que se encuentran al frente del 
proyecto al argüir que tras la consecución de la política pública, la participación y el interés de los 
colectivos disminuyeron (Funcionario asignado al proyecto, comunicación personal, 12 de 
noviembre de 2015). A lo anterior, se suma el tema tratado también en la Variable 4 (v.4), sobre la 
pugna por satisfacer intereses individuales que han alejado a jóvenes activistas que prefieren 
trabajar desde sus comunas sin articularse a estos espacios que consideran corruptos, 
perdiéndose incidencia social y política desde lo colectivo. 
 
La participación en estas instancias no ha permitido la reagrupación de demandas sociales en esos 
representantes poblacionales, alejando a la población civil que coadyuva en la implementación de 
la política pública desde la esfera de provisión de bienestar (Arcidiácono, 2011, pp. 19-20) que se 
repliega sobre las poblaciones y que potencia una ciudadanía activa. 
 
                                                     
7
 Gamboa, a. (18 de noviembre de 2014). Medellín no le cumple a las personas LGBTI. En: Bajo La Manga. Recuperado 
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Bogotá: un Movimiento Social Burocratizado 
 
En el artículo 10 del Decreto 608 de 2007, se establecía el consejo consultivo y se presentaban las 
que serían sus funciones en relación con la política pública. Este órgano es el encargado de 
asesorar todo lo relacionado con la política pública y al Alcalde o Alcaldesa del distrito, quien es el 
responsable directo de la misma. A su vez está conformado por los Secretarios distritales de 
Planeación, Gobierno, Integración social, Cultural, Recreación y Deporte, Desarrollo Económico, 
Educación y Salud y el director o directora del IDPAC (su participación también puede ser 
delegataria)8.A diferencia de Medellín, este consejo tiene un rol indispensable en la ejecución que 
es reconocido por el mismo Alcalde de Bogotá (Gustavo Petro) quien incluso se encargó de 
posesionarlos para el periodo 2014-2016. La legitimación de los integrantes de este consejo se 
refleja en la misma población que los considera indispensables para que la política avance y se 
posicione de acuerdo a las necesidades poblacionales de cada grupo representado. 
 
Por otro lado, la participación en las mesas es más similar en ambas ciudades, pues estas, en el 
caso de Medellín, desarrollan acciones territorializadas según la comuna, por tanto, su 
participación (cuando se da) en proyectos de la política pública son igualmente territorializados a 
causa de la defensa comprometida de los objetivos particulares de las poblaciones de su comuna. 
Por su parte la Mesa de Trabajo LGBTI de Bogotá en cabeza de Diana Navarro han logrado una 
articulación a la política pública que incluso ha trascendido la voluntad política, ya que en 
ocasiones esta Mesa se ha encargado de continuar con las capacitaciones a la fuerza pública, 
asistiendo a espacios particulares, pero no con la intensión de centrarse en unos lugares precisos 
sino por la extensión del distrito. No obstante, las diferencias en las mesas, ambas experiencias se 
presentan como espacios de descentralización del accionar político. 
 
La comparación señaló que el Impacto en Bogotá de las instancias de participación es Alto y en 
Medellín es Bajo, porque la población transgénero en la ciudad de Bogotá ha pasado de forma más 
efectiva del empoderamiento replegado en el desarrollo comunitario al empoderamiento de 
llegada, que sería la participación institucional, mientras que en Medellín ese empoderamiento se 
encuentra replegado en el desarrollo comunitario, lo que nos muestra que ambas poblaciones 
están en nivel de tránsito diferentes. 
 
Este nivel de participación acelerado, en el caso de Bogotá, ha llevado al movimiento social de 
dicha ciudad a una burocratización donde la coalición con los partidos que hasta el presente año 
(2015), permanecieron en el poder, había provocado el archivo de prácticas reaccionarias, dado 
que todo se manejaba a través de acuerdos de acción mancomunada, basados en un trato de 
respeto hacia la lucha histórica y hacia la reivindicación actual; empero, esa situación de 
connivencia podría verse afectada con la gestión del siguiente año (2016), donde tal vez deban 
                                                     
8
 Cuatro personas pertenecientes a las poblaciones objetivo: una representante de las mujeres lesbianas, uno por los 
hombres gay, una o uno por los bisexuales y uno o una por las personas transgénero; cuatro personas del sector LGBT 
que represente actividades sociales, relacionadas con los derechos: salud, educación, trabajo, vida y seguridad, 
participación y cultura; una o un representa de una universidad que realice investigaciones relacionadas con esta 
temática. 
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recuperar esos medios de descentralización política para fraguar contenciones al poder 
administrativo. 
 
En Medellín en cambio, se ha dado un proceso diferente, también resultado de la relación con la 
administración actual (2015), que en comparación a la de Bogotá ha preferido ser cauta en cuanto 
al abordaje del tema de diversidad sexual y de género a raíz de las persecuciones que tienden a 
venir acompañadas del desarrollo de una gestión donde se reconozcan a estas poblaciones; 
seguimientos que se llevan a cabo por parte del Procurador general de la Nación (Funcionario 
asignado al proyecto, comunicación personal, 12 de noviembre de 2015), en Medellín el 
movimiento social se está estructurando por la percepción de déficit de implementación de la 
política pública y por la ilegitimidad de la gestión que ha adquirido la administración de Aníbal 
Gaviria (2012-2015), un ejemplo de ello es la creación de la Alianza Social LGBTI, que ha llamado la 
atención de la administración pero que parece estancada en la realización de un relativo único 
espacio de convergencia, la marcha por la diversidad sexual y de género (que tiende a modificar su 





Por el lado del empoderamiento, se notó que este es indefectible para que las mujeres 
transgénero puedan dinamizar procesos territorializados, como los que se llevan a cabo en el 
Barrio Santa fé de la ciudad de Bogotá con la fuerza pública, dado que en dicha ciudad no solo es 
menester contar con un policía que sirva de enlace entre la población LGBTI y la policía, sino que 
resulta clave que exista una figura entre la población civil que cumpla un papel de enlace entre 
esta y la institución policial que guíe procesos de convivencia desde el conocimiento de los actores 
y el espacio (un ejemplo de ello, es el trabajo realizado por Diana Navarro). 
 
Por otra parte, el abandono paulatino de la participación institucional que se observó en Medellín, 
ha evitado que la política pública se nutra de aprendizajes experienciales y el vacío en los espacios 
creados por la política pública para la participación ciudadana, han provocado ese “cumplimiento” 
desordenado y con indiferencia por parte del Estado, por parte de la administración municipal. La 
participación del ciudadano y su permanencia en los espacios de discusión y construcción de la 
política pública, son indispensables para que la política pública se implemente con eficiencia y 
eficacia, sin reparticiones de recursos a colectivos con proyectos particulares que benefician 
únicamente al Estado que de esta forma responde ante los entes de control fiscal. 
 
Por último y teniendo en cuenta el cambio ideológico de quien gestionará el Distrito Capital en el 
período 2016-2019, parangonar los avances o retrocesos a raíz de este cambio se presenta como 
una posibilidad de análisis interesante, en el marco de la preponderancia de la ubicación en el 
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En cuanto a Medellín, el Alcalde para el período 2016-2019 tuvo un gran apoyo por parte de las 
poblaciones LGBTI, puesto que su programa se presentaba como el más idóneo para fortalecer la 
política pública en su etapa de implementación; no obstante la pregunta por si su administración 
avanzará o no en la implementación sin favorecer colectivos de vieja data con intereses 
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